PROYECTO DE ACTO LEGISLATIVO No. _____ DE 2014 – CÁMARA DE REPRESENTANTES

Por el cual se modifican los artículos 107 y 134 de la Constitución Política 
EL CONGRESO DE COLOMBIA 
DECRETA:

ARTÍCULO 1º. El artículo 107 de la Constitución quedará así: 

Se garantiza a todos los ciudadanos el derecho a fundar, organizar y desarrollar partidos y movimientos políticos, y la libertad de afiliarse a ellos o de retirarse.

En ningún caso se permitirá a los ciudadanos pertenecer simultáneamente a más de un partido o movimiento político con personería jurídica.

Los Partidos y Movimientos Políticos se organizarán democráticamente y tendrán como principios rectores la transparencia, objetividad, moralidad, la equidad de género, y el deber de presentar y divulgar sus programas políticos.

Para la toma de sus decisiones o la escogencia de sus candidatos propios o por coalición, podrán celebrar consultas populares o internas o interpartidistas que coincidan o no con las elecciones a Corporaciones Públicas, de acuerdo con lo previsto en sus Estatutos y en la ley.

En el caso de las consultas populares se aplicarán las normas sobre financiación y publicidad de campañas y acceso a los medios de comunicación del Estado, que rigen para las elecciones ordinarias. Quien participe en las consultas de un partido o movimiento político o en consultas interpartidistas, no podrá inscribirse por otro en el mismo proceso electoral. El resultado de las consultas será obligatorio.

Los directivos de los Partidos y Movimientos Políticos deberán propiciar procesos de democratización interna y el fortalecimiento del régimen de bancadas.

Los Partidos y Movimientos Políticos deberán responder por toda violación o contravención a las normas que rigen su organización, funcionamiento o financiación, así como también por avalar candidatos elegidos en cargos o Corporaciones Públicas de elección popular, quienes hayan sido o fueren condenados durante el ejercicio del cargo al cual se avaló mediante sentencia ejecutoriada en Colombia o en el exterior por delitos relacionados con la vinculación a grupos armados ilegales y actividades del narcotráfico o de delitos contra los mecanismos de participación democrática, o de lesa humanidad, o por delitos contra la administración pública. 

Los partidos o movimientos políticos también responderán por avalar a candidatos no elegidos para cargos o Corporaciones Públicas de Elección Popular, si estos hubieran sido o fueren condenados durante el período del cargo público al cual se candidatizó, mediante sentencia ejecutoriada en Colombia o en el exterior por delitos relacionados con la vinculación a grupos armados ilegales y actividades del narcotráfico, cometidos con anterioridad a la expedición del aval correspondiente.

Las sanciones podrán consistir en multas, devolución de los recursos públicos percibidos mediante el sistema de reposición de votos, hasta la cancelación de la personería jurídica. Cuando se trate de estas condenas a quienes fueron electos para cargos uninominales, el partido o movimiento que avaló al condenado, no podrá presentar candidatos para las siguientes elecciones en esa Circunscripción. Si faltan menos de 18 meses para las siguientes elecciones, no podrán presentar terna, caso en el cual, el nominador podrá libremente designar el reemplazo.

Los directivos de los partidos a quienes se demuestre que no han procedido con el debido cuidado y diligencia en el ejercicio de los derechos y obligaciones que les confiere Personería Jurídica también estarán sujetos a las sanciones que determine la ley.

También se garantiza a las organizaciones sociales el derecho a manifestarse y a participar en eventos políticos.

Quien siendo miembro de una corporación pública decida presentarse a la siguiente elección, por un partido distinto, deberá renunciar a la curul al menos doce (12) meses antes del primer día de inscripciones.

ARTÍCULO 2º. El artículo 134 de la Constitución quedará así: 
Los miembros de las Corporaciones Públicas de elección popular no tendrán suplentes. Solo podrán ser reemplazados en caso de muerte, incapacidad física absoluta para el ejercicio del cargo, declaración de nulidad de la elección, renuncia justificada, y aceptada por la respectiva Corporación, sanción disciplinaria consistente en destitución, pérdida de investidura, condena penal o medida de aseguramiento por delitos distintos a las relacionadas con pertenencia, promoción o financiación a/o por grupos armados ilegales, de narcotráfico, delitos contra los mecanismos de participación democrática o de lesa humanidad, delitos contra la administración pública o cuando el miembro de una Corporación pública decida presentarse por un partido distinto según lo planteado en el Parágrafo Transitorio 1o del artículo 107 de la Constitución Política.

En tales casos, el titular será reemplazado por el candidato no elegido que, según el orden de inscripción o votación obtenida, le siga en forma sucesiva y descendente en la misma lista electoral.

Como consecuencia de la regla general establecida en el presente artículo, no podrá ser reemplazado un miembro de una corporación pública de elección popular a partir del momento en que le sea proferida  orden de captura, dentro de un proceso penal al cual se le vinculare formalmente, por delitos relacionados con la pertenencia, promoción o financiación a/o por grupos armados ilegales, de narcotráfico o delitos de lesa humanidad. La sentencia condenatoria producirá como efecto la pérdida definitiva de la curul, para el partido al que pertenezca el miembro de la Corporación Pública.

No habrá faltas temporales, salvo cuando las mujeres, por razón de licencia de maternidad deban ausentarse del cargo. La renuncia de un miembro de corporación pública de elección popular, cuando se le haya iniciado vinculación formal por delitos cometidos en Colombia o en el exterior, relacionados con pertenencia, promoción o financiación a/o por grupos armados ilegales, de narcotráfico o delitos contra los mecanismos de participación democrática o de lesa humanidad, generará la pérdida de su calidad de congresista, diputado, concejal o edil, y no producirá como efecto el ingreso de quien corresponda en la lista. Las faltas temporales no darán lugar a reemplazos.

Cuando ocurra alguna de las circunstancias que implique que no pueda ser reemplazado un miembro elegido a una Corporación Pública, para todos los efectos de conformación de quórum, se tendrá como número de miembros la totalidad de los integrantes de la Corporación con excepción de aquellas curules que no puedan ser reemplazadas.

Si por faltas absolutas, que no den lugar a reemplazo, los miembros de cuerpos colegiados elegidos por una misma circunscripción electoral quedan reducidos a la mitad o menos, el Gobierno convocará a elecciones para llenar las vacantes, siempre y cuando falte más de dieciocho (18) meses para la terminación del período.

PARÁGRAFO TRANSITORIO. El régimen de reemplazos establecido en el presente artículo se aplicará para las investigaciones judiciales que se inicien a partir de la vigencia del presente acto legislativo.

ARTÍCULO 3º. El presente acto legislativo rige desde su publicación.

ANGELICA LOZANO CORREA

CARLOS GERMAN NAVAS TALERO

ALIRIO URIBE MUÑOZ

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

Este proyecto es necesario para fortalecer la democracia y la rendición de cuentas de los partidos politícos. El “carrusel de la contratación” en Bogotá así lo demuestra. Aunque varios concejales de esta ciudad son investigados y han sido incluso condenados, los partidos que le dieron el aval no han asumido ninguna responsabilidad. 

En las democracias modernas, no solo los funcionarios públicos deben rendir cuentas a la ciudadanía y a la sociedad. También deben hacerlo los partidos políticos, por varias razones. En primer lugar, porque deben su existencia al principio constitucional de participación, al derecho a la participación política y al derecho fundamental al voto, que es a su vez expresión del principio democrático
.
 En segundo término, porque la propia carta política dispone que los partidos, en sus aspectos internos, “se organizarán democráticamente”
. Esto significa, entre otras cosas, que deben tener apertura al escrutinio por parte de sus militantes y de todos los ciudadanos y ciudadanas que puedan tener interés en el alcance y las motivaciones de sus decisiones. Esto incluye los asuntos relacionados con la selección de las candidaturas para cargos de elección popular en corporaciones públicas. Por último, y en consonancia con lo anterior, porque por mandato constitucional, los partidos deben orientarse por los principios de transparencia y moralidad.  
Cada partido politíco integra la lista de candidatos, los escoge, éstos lo representan, el partido se los presenta a la sociedad, le pide que vote por ellos. Cuando una senadora o un concejal es elegido, es gracias a ese aval que le da la agrupación politíca, sin éste la elección no se podría llevar a cabo. Los avales a las personas corrputas deben tener consecuencias para el partido. Sin embargo, hoy éste no es responsable por promover la elección de servidores públicos que utilizan el interés general para asegurar sus intereses económicos. Este proyecto pretende llenar ese vacío.

Nuestra propuesta tiene dos antecedentes. El primero es el proyecto de acto legislativo 106 presentado por el Gobierno Nacional en el 2008. En aquella oportunidad la propuesta reformaba el artículo 134 de la Constitución Politíca señalando, entre otros aspectos, que “en ningún caso existirá reemplazo para los miembros de las corporaciones públicas condenados por delitos comunes dolosos”
. Si bien ese proyecto no se refería a  “la Silla Vacía” en los casos en que se dictara medida de aseguramiento, sí sancionaba con la pérdida de la curul cuando se emitiera la sentencia condenatoria por cualquier delito doloso. Este proyecto se acumuló con otros dentro de los cuales estaba el proyecto de acto legislativo 051 que fue presentado por el Representante Alberto Gordon May, en el que se planteó como medida cautelar la suspension de la curul, pero sólo respecto de los delitos relacionados con la pertenencia, promoción o financiación de grupos armados ilegales o actividades de narcotráfico. Durante la presentación de las ponencias, la propuesta del Representante Gordon fue acogida, y en la ponencia para segundo debate en la plenaria de la Cámara se incluyeron también los crímenes de lesa humanidad
. Después de cumplir con el procedimiento legislativo el texto aprobado en la Comisión de conciliación incluyó los delitos contra los mecanismos de participación democrática. La intensa participación ciudadana y de las organizaciones de la sociedad civil permitíó la pérdida de la curul o “Silla Vacía”, para aquellas agrupaciones politícas que avalaron candidatos que se aliaron con grupos paramilitares, para tomarse el Estado en lo que se denominó el escándalo de la parapolitíca. 
El segundo antecedente de nuesta propuesta es el Proyecto de acto legislativo 01 de 2013 que fue presentado por la Alianza Social Indígena (ASI), el partido Verde y el Polo Democrático Alternativo que propuso extender la pérdida de la curul a “la Silla Vacía” a los delitos contra la administración pública.
La rendición de cuentas por delitos contra la administración pública 

La conducta de los miembros de las corporaciones públicas de alguna manera compromete a los movimientos políticos que los avalaron y que por esa vía posibilitaron su elección. En últimas, se trata de darle reconocimiento y efectos jurídicos a la responsabilidad política de los partidos. Además, el bien jurídico tutelado por estos tipos penales es el correcto funcionamiento de la administración pública
, cuyo nivel de protección se puede incrementar por disposiciones jurídicas que no son de derecho penal. 
La rendición de cuentas por parte de los partidos debe proceder no solo por delitos como el narcotráfico, los asociados a lesa humanidad y aquellos contra el régimen electoral. También debería incluir los crímenes contra la administración pública
, por varias razones. Estos delitos son considerados suficientemente graves como para ser involucrados como causales de pérdida de la curul, como se desprende del tratamiento punitivo que reciben en la legislación penal vigente en Colombia
. Igualmente, su eventual comisión guarda relación directa con el desempeño de los miembros del partido del que se trate, una vez han sido elegidos y ejercen como funcionarios públicos. 
Finalmente, consideramos que los delitos contra la administración pública deben ser incluidos en este proyecto porque su comisión cumple un papel fundamental en distintas formas de abuso del poder público, entre ellas, la corrupción administrativa, la captura del Estado y la reconfiguración cooptada del Estado. Por la primera se entiende “el fenómeno por medio del cual un funcionario público es impulsado a actuar de modo distinto a los estándares normativos del sistema para favorecer intereses particulares a cambio de una recompensa. Corrupto es, por lo tanto, el comportamiento desviado de aquel que ocupa un papel en la estructura estatal (...). La corrupción es un modo particular de ejercer influencia: influencia ilícita, ilegal e ilegítima. Esta se encuadra con referencia al funcionamiento de un sistema y, en particular, a su modo de tomar decisiones”
. 
Por su parte, la captura del Estado (en adelante “CdE”) responde a “una forma de corrupción a gran escala que debilita la estructura económica de un país porque distorsiona la formulación de leyes, normas, decretos, reglas y regulaciones”
. Puede ser definida como “la acción de individuos, grupos o firmas, en el sector público y privado, que influyen en la formación de leyes, regulaciones, decretos y otras políticas del gobierno, para su propio beneficio como resultado de provisiones ilícitas y no transparentes de beneficios privados otorgados a funcionarios públicos”
. En estos casos, la captura llega a tal nivel que los grupos de interés de los que se trate pueden manipular tanto los procesos de formación de las normas como las políticas públicas y por tanto, pueden influenciar segmentos importantes del ciclo de funcionamiento de la administración pública
. 
La diferencia principal entre CdE y corrupción administrativa es que “la primera se realiza mediante la distorsión acomodaticia de las primeras etapas del desarrollo normativo, legislativo y regulatorio de un Estado, mientras que la segunda se refiere a la reproducción de distorsiones en las etapas de implementación y ejecución de leyes, reglas y regulaciones formuladas e instituidas”
. En ambos casos, el bien jurídico tutelado por la legislación penal relevante, esto es, el correcto funcionamiento de la administración pública, se ve afectado. 
La reconfiguración cooptada del Estado (en adelante “RcdE”) es una forma de profundización de los dos fenómenos anteriores. Se puede definir como “la acción de organizaciones legales e ilegales que mediante prácticas ilegítimas, buscan modificar, desde adentro, el régimen político de manera sistémica e influir en la formación, modificación, interpretación y aplicación de las reglas de juego y de las políticas públicas, para obtener beneficios sostenibles y lograr que sus intereses sean validados política y legalmente, y legitimados socialmente en el largo plazo, aunque éstos no obedezcan al interés rector del bienestar social”
. Los tres fenómenos se sirven de la comisión de delitos contra la administración pública. Las relaciones entre CA, CdE y RcdE son complejas, pero en todas ellas es común es la existencia de un agente institucional, los partidos políticos, y su captura instrumental por parte de grupos de interés. 
La captura instrumental de los partidos políticos (en adelante “CiPP”) es un síntoma de que el problema de la cooptación del Estado se está agudizando. Por eso, es importante regularlos, incluso mediante mecanismos sancionatorios que busquen desincentivar ciertos comportamientos que no son normativamente aceptados. Teniendo en cuenta que los partidos son las instituciones desde las cuales se puede acceder al poder político, es un hecho que pueden ser utilizados para fines de corrupción, captura y reconfiguración del aparato estatal. Así, “los partidos políticos pueden llegar a perjudicar al Estado mediante su clientelización y su aprovechamiento como instrumento efectivo para el reparto de rentas entre grupos privilegiados, sin contraprestación de carácter público/colectivo. En este sentido, puede pensarse que el sistema electoral de un país es un instrumento que puede beneficiar o perjudicar, según el grado de democratización, fiscalización social y efectividad de la ley”
.
Dadas ciertas condiciones, estas formas de abuso del poder público tienden a perpetuarse. De esta manera, “en los sistemas de corrupción difundida, los partidos políticos no solo socializan para lo ilícito, reduciendo los costos morales de la corrupción, sino que además aseguran, gracias a la difusión de la corrupción en todas las áreas geográficas, en los diferentes organismos públicos y en los diversos sectores de la administración pública, una especie de “repetición del juego” corrupto: el que respete los acuerdos ilícitos podrá seguir haciendo negocios con la administración pública; el que abandone la causa una vez, será excluido por siempre del mercado de las adquisiciones gubernamentales”
.
En suma, las distintas formas de abuso del poder político se sirven en muchos casos de la comisión de delitos contra la administración pública. En el caso colombiano, ese abuso no sólo responde a intereses particulares, sino también, muy frecuentemente, ilegales
. La rendición de cuentas en estos casos debe exigirse no solamente a los funcionarios involucrados, sino además a los partidos políticos que los avalaron. 
Los diseños institucionales y la captura de los partidos
Existen distintos diseños institucionales
 para evitar la CiPP por parte de grupos de interés. Por ejemplo, los topes legales para los aportes económicos a las campañas políticas, la publicidad de sus aspectos contables, o las propuestas para que la financiación de las mismas sea completamente estatal. 
La ausencia de los delitos contra la administración pública como causal de pérdida de la curul es un defecto de diseño institucional. Una institución estará bien concebida cuando logra incentivar un comportamiento compatible con sus objetivos, al tiempo que desestimula aquellos que contravienen los mismos
. En este caso, excluir los delitos en mención de las causales de pérdida de la curul de alguna forma equivale a promover su comisión, pues bajo esas condiciones los beneficios podrían exceder cualquier costo potencial. 
Asimismo, una institución bien diseñada es coherente con su entorno de aplicación; de lo contrario, la alineación de los incentivos para el cumplimiento de sus objetivos es más difícil
. En este caso, las causales de pérdida de la curul que ya existen en la constitución política son compatibles con la que se propone por medio de este acto legislativo. Por otra parte, excluir los delitos contra la administración pública de las causales de pérdida de la curul puede llevar a que los partidos elijan funcionarios incursos en ellos por sobre otras personas involucradas en delitos asociados a las causales ya establecidas. En otras palabras, los candidatos corruptos podrían ser considerados alternativas viables y admisibles frente a aquellos incursos en narcotráfico o crímenes de lesa humanidad.
Así, lo que se busca es elevar los costos políticos e incrementar los niveles de sanción jurídica para los partidos que permiten en sus filas funcionarios que cometen actos de corrupción. Entre mayor sea el nivel de exposición política y jurídica, menores serán los incentivos para admitir en los partidos a militantes potencialmente comprometidos con la comisión de delitos contra la administración pública, sin importar los beneficios que ello pueda traer. A su vez, el nivel de exposición puede aumentar en forma correlacional al número de sanciones posibles por la comisión de dichos delitos. Es decir, si al castigo penal al funcionario se agrega una sanción de tipo electoral al partido, los costos de la decisión se podrían elevar en forma importante y la efectividad de la captura institucional puede ser impactada negativamente. 
Pérdida de la curul y debido proceso 
La pérdida de la curul para el partido no viola la presunción de inocencia ni el derecho al debido proceso del funcionario penalmente investigado o condenado. Son sujetos jurídicos, sistemas de obligaciones y regímenes de responsabilidad distintos. En el primer caso, se trata de responsabilidad penal, es decir, aquella cuya sanción puede recaer sobre la libertad de la persona. Sus consecuencias se determinan por medio de los delitos, las penas y las medidas de seguridad. Es una forma de “protección subsidiaria frente a ciertas agresiones a determinados bienes jurídicos o valores constitucionales, (…), cuando estima que es necesario acudir a este mecanismo para brindarles una protección eficaz”
. Las restricciones a derechos fundamentales inherentes al ejercicio de la acción penal, mucho más intensas que en otras ramas del derecho, están justificadas por la búsqueda de efectividad de los principios y valores consagrados en la carta política
. Por su parte, el sistema electoral regula la competencia por el acceso al poder político y se propone hacer compatible su asignación con el principio democrático, el control ciudadano al poder público y la rendición de cuentas al electorado
. Como sujetos de derecho, los partidos tienen deberes específicos, distintos de los de sus militantes. 
Por lo anterior, si bien las sanciones a los funcionarios y a los partidos pueden ser atribuidas por la misma causa, sus consecuencias y su naturaleza son diferentes e independientes. Dado que el proceso penal trae consigo la suspensión de funciones y eventualmente la inhabilidad para ejercer cargos públicos, la “Silla Vacía” no modifica en modo alguno la situación jurídica del funcionario encausado. Por  el contrario, la posibilidad de ejercer su defensa sigue intacta. La sanción recae exclusivamente sobre el partido político. En ese mismo orden de ideas, la condena penal, la responsabilidad disciplinaria o la pérdida de investidura no representan una sanción para el partido, mientras este tenga la posibilidad de reemplazar al funcionario procesado y retener así la curul.
En síntesis, “La Silla Vacía” para los delitos contra la administración pública es necesaria para promover la rendición de cuentas de los partidos politícos, corregir los defectos en el diseño institucional y no es una medida contraria a la presunción de inocencia y al debido proceso. La suspensión y pérdida de la curul pretende garantizar un sistema de partidos responsable, en el cual fenómenos que afectan gravemente el funcionamiento transparente de la democracia y de la función pública, como el “carrusel de la contratación” de Bogotá, tengan una sanción conforme con los principios de un Estado Democrático.
De los Honorables Congresistas, con toda atención, 
ANGELICA LOZANO CORREA

CARLOS GERMAN NAVAS TALERO

ALIRIO URIBE MUÑOZ 
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